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APELACIÓN 
procedente del 

Tribunal de 
Primera Instancia, 

Sala Superior de 
Bayamón 

 
Civil número:  

D PE2016-0046 
 

Sobre: 

Desahucio y  
Cobro de Dinero 

 

Panel integrado por su presidente, el juez Piñero González, 

y las juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 
 

Birriel Cardona, Jueza Ponente 

 

S E N T E N C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nos Ángel Luis Rivera Nieves (el 

apelante) mediante recurso de apelación y solicita la revisión 

de la sentencia emitida el 20 de mayo de 2016 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón (TPI), la cual 

fue notificada a las partes el 27 de mayo de 2016. En la 

misma, se declaró ha lugar la demanda presentada por el 

Fideicomiso de la Familia (Fideicomiso) y se ordenó el desalojo 

de las propiedades ocupadas por el apelante. Igualmente, 

condenó al apelante al pago de $10,000 por concepto de 

cánones de arrendamiento adeudados y no pagados, más 
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$1,000 por honorarios de abogados, $250 por costas, más 

intereses prevalecientes de 4.25%.   

 Después de varios trámites procesales ante este Foro, el 

Fideicomiso presentó su Segunda Moción de Desestimación a 

Recurso Apelativo. Arguye que procede su solicitud de 

desestimación ya que el apelante no ha consignado fianza 

alguna ante el foro apelado antes de instar su recurso ante el 

Tribunal de Apelaciones el cual es un requisito jurisdiccional 

para el perfeccionamiento del mismo. En su consecuencia, 

ante la ausencia de fianza para responder por los cánones de 

arrendamiento adeudados y los que vayan venciendo, plantea 

el Fideicomiso que procede la desestimación del recurso a 

tenor con los Artículos 630 y 631 del Código de Enjuiciamiento 

Civil, infra. 

 Tras examinar los escritos de ambas partes, así como 

los documentos que conforman el apéndice, desestimamos el 

recurso por falta de jurisdicción.  

-I- 

-A- 

El Código de Enjuiciamiento Civil articula las normas 

vigentes sobre la acción de desahucio y establece el 

procedimiento a cumplir en su trámite ante los tribunales.     

32 L.P.R.A. 2821 et seq. De igual manera, se regula el 

término para apelar, así como, el modo de efectuar el trámite 

en apelación de una sentencia condenatoria de desahucio y de 

eventual lanzamiento de la propiedad. El desahucio es un 

procedimiento especial de naturaleza sumaria cuyo fin 

principal es recuperar la posesión material de una propiedad 
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inmueble mediante el lanzamiento o expulsión del 

arrendatario o precarista que la ocupa. 32 L.P.R.A. sec. 2822; 

Mora Dev. Corp. v. Sandín, 118 D.P.R. 733, 749-750 (1987). 

El Código de Enjuiciamiento Civil claramente dispone en 

su Artículo 629 como sigue: 

Las apelaciones deberán interponerse en el 

término de cinco (5) días1, contados desde la 
fecha de archivo en autos de la notificación 

de la sentencia, por las partes perjudicadas 
por la misma o sus abogados. (Énfasis 

suplido). 32 L.P.R.A. sec. 2831.  

 

Es decir, el procedimiento de desahucio, recogido en una 

ley especial, establece un término de cinco (5) días a partir de 

la fecha del archivo en autos de copia de la notificación de la 

sentencia de desahucio para instar el recurso de apelación. 

Dicha disposición especial no hace distinción alguna con 

relación al tipo de procedimiento de desahucio, ya sea 

ordinario o sumario, como tampoco hace distinción alguna en 

cuanto a las partes perjudicadas.  

A su vez, mediante la Ley Núm. 129-2007, supra, se 

derogan las disposiciones relacionadas a los procedimientos 

de apelación contenidas en los anteriores Artículos 632 y 633 

del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 L.P.R.A. secs. 2833 y 

2834, que disponían los deberes de los secretarios de los 

tribunales y taquígrafos y las copias necesarias para los 

procedimientos de apelación al amparo del Código de 

Enjuiciamiento Civil. Es por ello que el anterior Artículo 629 

                                                 
1 El término de treinta (30) días fue rebajado a cinco (5) días mediante la Ley 

Núm. 86 de 5 de junio de 2011 a fin de agilizar el procedimiento de desahucio 

y propiciar el desarrollo del mercado de arrendamiento de viviendas. Dicha 

enmienda fue adoptada para “estimular el mercado de alquiler y fomentar la 

disposición de los dueños de viviendas a darlas en arrendamiento.” 
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del Código de Enjuiciamiento Civil, ahora renumerado como 

Artículo 628, 32 L.P.R.A. sec. 2830, dispone que:  

En los juicios de desahucio la parte contra la cual 

recaiga sentencia podrá apelar la misma conforme 

a lo dispuesto en la Ley de la Judicatura del 2003, 
secs. 24 a 25r del Título 4.  

 
La enmienda al Artículo anterior sólo pretende armonizar 

las disposiciones recogidas anteriormente en el Código de 

Enjuiciamiento Civil a la Ley de la Judicatura del 2003 a los 

fines de sustituir el lenguaje anterior recogido en el Artículo 

que disponía que se podía “apelar la misma ante el Tribunal 

de Circuito de Apelaciones conforme a lo dispuesto en el Plan 

de Reorganización Núm. 1 de la Rama Judicial de Julio 28, 

1994”.  No podemos olvidar, que la Ley de la Judicatura del 

2003 claramente le confirió al Tribunal de Apelaciones 

autoridad y competencia para entender en cualquier asunto 

determinado por una ley especial. 4 L.P.R.A. sec. 24y.  

En resumen, la apelación en casos de desahucio se rige 

por una ley especial: el Código de Enjuiciamiento Civil. Pérez 

v. Corte, 57 D.P.R. 764, 768 (1940). Por tanto, a tenor con la 

Ley de la Judicatura del 2003, este Tribunal tiene facultad 

para entender en apelación en casos de desahucio, según 

establece el Código de Enjuiciamiento Civil. El mismo, fija 

actualmente el término de cinco (5) días para presentar el 

recurso de apelación ante este Tribunal. 32 L.P.R.A. sec. 

2831. 

En primer lugar, para presentar una apelación contra 

una sentencia de desahucio es requisito previo el haber 

prestado la fianza en apelación, a satisfacción del Tribunal de 

Primera Instancia, para responder de los daños y perjuicios 
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que se pudiera ocasionar al demandante, y para responder 

por las costas de apelación. El Artículo 630, 32 L.P.R.A. 2832, 

claramente establece lo siguiente: 

No se admitirá al demandado el recurso de 
apelación si no otorga fianza, por el monto 

que sea fijado por el tribunal, para 
responder de los daños y perjuicios que 

pueda ocasionar al demandante y de las 

costas de apelación; pudiendo el demandado, 
cuando el desahucio se funde en falta de pago de 

las cantidades convenidas, a su elección, otorgar 
dicha fianza o consignar en Secretaría el importe 

del precio de la deuda hasta la fecha de la 

sentencia. (Énfasis nuestro). 
 

En segundo lugar, el Artículo 631 del Código de 

Enjuiciamiento Civil establece que en aquellos casos 

presentados “por falta del pago del canon estipulado”, 

será deber del demandado consignar en la Secretaría 

del Tribunal de Primera Instancia el importe de todos y 

cada uno de los cánones de arrendamiento que vayan 

venciendo u otorgar fianza, a satisfacción del tribunal, 

para responder por el importe de todos y cada uno de 

dichos arrendamientos. 32 L.P.R.A. sec. 2835. Es decir, el 

Artículo 631, establece que en juicios por falta de pago del 

canon estipulado, será deber del demandado consignar en la 

Secretaría del TPI el importe de todos y cada uno de los 

cánones de arrendamiento que vayan venciendo, o en la 

alternativa, otorgar fianza, a satisfacción del tribunal, para 

responder del importe de todos y cada uno de dichos 

arrendamientos. El texto del Código de Enjuiciamiento Civil  

es claro, inequívoco y libre de ambigüedad con relación al 

requisito de prestar fianza. La prestación de fianza está 
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íntimamente relacionada a la jurisdicción de este foro 

apelativo para entender en los méritos del recurso. 

Por último, nuestro Más Alto Foro estableció en 

Autoridad de Tierras de Puerto Rico v. Andres Volmar 

Figueroa, et al., 2016 TSPR 148, 195 DPR ____, que es deber 

del Tribunal de Primera Instancia fijar el monto de la fianza a 

prestarse en la sentencia, de lo contrario, el demandado 

tendrá que solicitar que así se haga para el tribunal celebrar 

una vista para fijar la misma. Concluye el Tribunal Supremo 

que el efecto de que el foro primario no fije el monto de la 

fianza en la sentencia será que la misma no es final, en su 

consecuencia, el término jurisdiccional de cinco (5) días no 

comenzara a transcurrir hasta que el TPI establezca la cuantía 

o, en la alternativa, exima al demandado de tener que prestar 

la fianza.  

-B- 

Se define prematuro como aquello que ocurre antes de 

tiempo o de su madurez. En Derecho Apelativo, se trata del 

recurso presentado en la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones antes de que éste tenga jurisdicción. Véase, 

Hernández v. Marxuach Construction Co., 142 D.P.R. 492 

(1997).   

Una apelación o un recurso prematuro al igual que 

uno tardío, adolece del grave e insubsanable defecto de 

falta de jurisdicción. Su presentación se torna ineficaz y el 

dictamen no produce efecto jurídico alguno, por lo que 

entonces no existe autoridad judicial o administrativa para 

acogerlo. Tampoco podemos conservarlo con el propósito de 
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luego reactivar la presentación a virtud de una futura 

solicitud. No tenemos discreción para asumir jurisdicción 

donde no la hay. La falta de jurisdicción no puede ser 

subsanada, ni el tribunal puede arrogarse la jurisdicción que 

no tiene. Rodríguez v. Zegarra, 150 D.P.R. 649 (2000); 

Lagares Pérez v. E.L.A., 144 D.P.R. 601 (1997). 

Bien es sabido que los tribunales tienen el ineludible 

deber de examinar su propia jurisdicción. García v. 

Hormigonera Mayagüezana, 172 D.P.R. 1 (2007). Un tribunal 

que carece de jurisdicción sólo puede ejercerla para señalar 

que no la tiene. Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 D.P.R. 

314, 326 (1997).  

Por su parte, la Regla 83(B) y (C) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, le confiere 

autoridad al Tribunal para desestimar un recurso por 

cualquiera de las siguientes circunstancias: 

Regla 83 – Desistimiento y desestimación 

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier 

momento la desestimación de un recurso por los 
motivos siguientes: 

 

(1) que el Tribunal de Apelaciones 
carece de jurisdicción; 

 

(2) que el recurso fue presentado fuera del 

término de cumplimiento estricto 

dispuesto por ley sin que exista justa 
causa para ello. 

 
(3) que no se ha presentado o proseguido 

con diligencia o de buena fe; 

 

(4) que el recurso es frívolo y surge 

claramente que no se ha presentado una 
controversia sustancial o que ha        

sido interpuesto para demorar los 

procedimientos; 
 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1998085362&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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(5) que el recurso se ha convertido en 

académico. 
 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa 
propia, podrá desestimar un recurso de 

apelación o denegar un auto discrecional por 

cualesquiera de los motivos consignados en 
el inciso (B) precedente. (Énfasis suplido). 

 

-II- 

En su moción de desestimación, el Fideicomiso 

argumenta que la fianza en apelación es un requisito 

jurisdiccional establecido en ley y reconocido en nuestra 

jurisprudencia. Es decir, que para que el Tribunal de 

Apelaciones tenga jurisdicción sobre una apelación que 

pretenda revisar una sentencia que declare ha lugar un 

desahucio por falta de pago contra una parte, ésta deberá 

consignar el importe de los cánones adeudados, o en la 

alternativa prestar fianza ante el Tribunal de Instancia. Sólo 

aquellos insolventes, así reconocidos por el foro de instancia, 

están relevados de prestarla pues no tienen la capacidad 

económica para otorgar una fianza o consignar los cánones 

adeudados. Bucaré Management v. Arriaga García, 125 D.P.R. 

153, 157-158 (1990). Es correcta la anterior afirmación del 

Fideicomiso. 

Sin embargo, según esbozado en la jurisprudencia 

aplicable a este recurso, el Tribunal Supremo en Autoridad de 

Tierras de Puerto Rico v. Andres Volmar Figueroa, et al, supra, 

pautó que es deber inescapable del foro primario fijar el 

monto de la fianza a prestarse en la sentencia, de lo contrario, 

la misma no será final y el término para acudir en revisión 

ante este Foro no comenzará a transcurrir hasta que el TPI 
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establezca la cuantía o, en la alternativa, exima al demandado 

de tener que prestar la fianza.  

De una simple revisión de la sentencia apelada surge 

que el TPI no cumplió con su deber de fijar el monto de la 

fianza a prestarse en la sentencia recurrida, por lo que, los 

términos para instar recurso de apelación no han comenzado 

a decursar. Por lo que, procede desestimar el mismo por 

prematuro de conformidad con la Regla 83(C) del Reglamento 

de este Tribunal. 

-III- 

 Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

recurso de apelación por falta de jurisdicción en este 

momento por prematuridad. Una vez el foro de  instancia 

notifique la Sentencia Enmendada en la cual se fije el monto 

de la fianza, comenzará a decursar el término jurisdiccional 

aplicable para instar el recurso de apelación. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


